Carátula 


(Ingresa a Sala la delegación de la Caja de Profesionales Universitarios) 


La Comisión de Hacienda del Senado tiene el agrado de recibir a la delegación de la Caja de 
Profesionales Universitarios que concurre hoy a efectos de expresar sus inquietudes -que nos merecen 
la mayor atención- sobre el proyecto de ley de Reforma Tributaria que ya cuenta con media sanción de 
la Cámara de Representantes. 


SEÑOR SAA.- Soy Presidente de la Asociación de Jubilados Profesionales. Simplemente voy a hacer 
una brevísima reseña para no demorar mucho la reunión, señalando cuál ha sido nuestra actitud y 
nuestra conducta frente al problema planteado, es decir, ante la reforma tributaria. Quiero aclarar que 
la Asociación de Jubilados, en tiempo y forma -antes del 30 de noviembre del año pasado- envió al 
Ministerio de Economía y Finanzas las opiniones que nos merecían los planteamientos contenidos en 
la referida reforma. Posteriormente, nuestra Caja siguió trabajando sobre este tema y llegó un 
momento en que decidimos contactarnos con representantes de las otras Cajas paraestatales, es decir, 
con la Caja Notarial, con la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias y luego también con ONAJPU, 
por entender que representa a una importante cantidad de jubilados y, en los hechos, a una gran masa 
de población que se iba a ver perjudicada por este proyecto de ley. Desde ese momento las tres Cajas 
estuvimos trabajando para lograr una síntesis, siempre en base a una postura solidaria con toda la 
población del Uruguay. A esos efectos -lo dirá también en su momento el contador Martínez Quaglia- 
hemos tomado fundamentalmente en cuenta no lo que entendíamos que en realidad era la equidad, la 
eficiencia o la simplicidad, sino otros factores que de alguna manera anulaban esa equidad que la 
propia ley establece entre sus principios. Toda esa información la hicimos llegar a las Comisiones de 
Hacienda y de Seguridad Social de la Cámara de Representantes, al doctor Gonzalo Fernández, 
Secretario de la Presidencia de la República y haremos lo propio con los miembros de esta Comisión. 


Cuando el proyecto de ley fue aprobado en la Cámara de Representantes entendimos que 
nosotros debíamos continuar insistiendo en los mismos términos y manifestar a los señores 
Senadores todas nuestras expectativas y conclusiones a las que habíamos arribado en relación a esta 
iniciativa. 


Si el señor Presidente me lo permite, cedo el uso de la palabra al contador Martínez Quaglia. 


SEÑOR MARTINEZ QUAGLIA.- Hace un año que me jubilé -quizás en un paso mal dado, como ahora 
voy a exponer- e integro las Asociaciones de Afiliados de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios. 


Como representantes gremiales de la mayoría de los jubilados y pensionistas de este país, 
agradecemos la oportunidad que nos brinda esta Comisión parlamentaria de expresar y dejar 
constancia para el futuro, de nuestra disconformidad con aspectos del proyecto de ley de Reforma 
Tributaria que nos afecta en forma directa. 


Al estar por culminar la etapa parlamentaria, debemos reiterar lo ya expuesto en las 
Comisiones de Hacienda y Seguridad Social de la Cámara de Representantes, así como en diversos 
ámbitos de nuestra sociedad. Es por esa razón que les pedimos que tengan paciencia, porque 
seguramente habrán de escuchar argumentos que ya son de vuestro conocimiento. 


Nuestra disconformidad se centra en lo que consideramos una falta de equidad y no 
consideración de la verdadera capacidad contributiva de los jubilados y pensionistas de este país, al 
gravar sus ingresos con el denominado Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. 


Esas razones pueden sintetizarse de la siguiente manera. 


En primer lugar, consideramos que las jubilaciones y pensiones no deberían ser gravadas, ya 
que forman las reservas que el trabajador ha constituido durante toda su vida laboral con la finalidad de 
hacer frente a sus necesidades fundamentales en la etapa más difícil de su existencia, como es la 
vejez. 


Es, además, público y notorio que prestigiosos intelectuales sostienen que una ley que 
considere de tal forma a las jubilaciones y pensiones, podría estimarse que es inconstitucional con las 


graves consecuencias que ello tendría para las arcas del Estado. No vamos a ahondar en el estudio de 
este tema, sino simplemente a señalar, como dijo el señor Presidente, que la posición de los aquí 
presentes es otra. 


En segundo término, expresamos nuestra disconformidad con este proyecto de ley porque, a 
nuestro juicio, el mínimo no imponible establecido de $ 7.410 mensuales es un monto que está alejado 
de una aceptable capacidad contributiva. El impuesto afectará a una cantidad muy importante de la 
población, estimada en más de 140.000 ciudadanos. Sobre este punto debemos señalar que estarán 
gravados con el impuesto un 17% de los jubilados y pensionistas del país, pero desagregamos estas 
cifras y tenemos que mientras no se grava el 13% de los pasivos del Banco de Previsión Social, sí se 
grava el 84% de los pertenecientes a las Cajas Paraestatales, es decir, Bancaria, Notarial y 
Profesional. 


También queremos dejar constancia de que en las cifras que se han manejado respecto a 
pasivos gravados, no se ha considerado -porque la información no existe- la importante incidencia que 
tendrá el hecho de la acumulación de diferentes pasividades en un solo contribuyente, situación que 
nos consta es numerosa. 


En tercer lugar, queremos señalar que, por añadidura, la aplicación de altas tasas con 
carácter progresivo, pero con escalas mínimas en los tramos de más bajos ingresos -tasas que van del 
10% al 25%- agrava el monto final del impuesto a pagar. No voy a aburrir con cifras a los señores 
Senadores, pero digo que a partir de los $15.000 de jubilación se duplica lo que actualmente se paga 
por el Impuesto a las Retribuciones Personales, IRP. Esta cifra no es rebuscada, sino que resulta del 
promedio de jubilación de las Cajas Paraestatales. 


En cuarto término, en nuestro concepto, la no admisión de la liquidación del impuesto 
considerando el núcleo familiar -situación muy común en nuestra sociedad, ya que en el pasado 
solamente trabajaba uno de los cónyuges- también agrava su incidencia en el ingreso del jubilado - 
esto ha sido reiteradamente expuesto en diversos ámbitos- porque prácticamente se duplica el monto 
que veníamos pagando. 


En quinto lugar, el no permitir deducciones de gastos indispensables para la subsistencia, 
como alquileres, transporte, reparaciones de bienes, etcétera, contribuye a mantener el bajo monto 
imponible y, por tanto, el impuesto a pagar. 


En sexto término, consideramos que este impuesto castiga a una población envejecida, 
alterando su necesaria tranquilidad con trámites a realizar ante las oficinas recaudadoras, algunos de 
ellos aún después de muertos. Como saben los señores Senadores, cuando una persona fallece, son 
sus descendientes quienes deberán hacer las correspondientes declaraciones juradas respecto de los 
ingresos hasta ese momento, para ver qué parte estará gravada. 


Entendemos que no se reconoce el hecho de que los ingresos de una importante cantidad 
de jubilados han sido afectados por quitas realizadas sobre aportes de toda una vida, al topearse sus 
haberes de retiro. Esto es público y notorio y, en este momento, se está luchando por este postulado. 


Ante estas situaciones, la posición de estas asociaciones gremiales no fue solamente la de 
quejarse, sino que aportó ideas o fórmulas a fin de contribuir a las necesidades fiscales en función de 
las posibilidades. 


Estas fórmulas consistían en lo siguiente: en primer lugar, fijar un mínimo no imponible 
decoroso, estimado en 120 BPC, o sea, en $ 14.820 mensuales al día de hoy. Quiero señalar que esto 
también fue planteado en la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes, ya que se trata de 
una competencia del Poder Legislativo y no se requiere iniciativa del Poder Ejecutivo para poder elevar 
el mínimo imponible establecido en el proyecto de ley. En segundo término, aprobar una opción para 
liquidar el impuesto considerando la existencia del núcleo familiar. Como tercera opción se propone 
fijar deducciones del orden del 15% de los ingreso brutos para atender gastos de salud y 
supervivencia. Si se compara este porcentaje con el establecido para los funcionarios universitarios, 
que es del 30%, se concluirá en que estamos hablando de la mitad y los jubilados también 
necesitamos subsistir y generar lo que algunos llaman rentas. 


En cuarto lugar, analizamos también la aplicación de una alícuota única del 10%, para los 
ingresos gravados, o sea, una tasa única como existe actualmente de acuerdo con el IRP. 


Como resultado del proyecto aprobado en la Cámara de Representantes, solamente ha sido 
contemplado lo establecido en el numeral 3%, que tiene que ver con las deducciones por gastos de 
salud, ya que en lo referente al núcleo familiar, previsto para aplicarse antes del 2011, consideramos 
que no todos los jubilados y pensionistas estarán vivos para utilizarlo. 


Para finalizar, reiteramos nuestro agradecimiento por la atención prestada a los 
comparecientes, que son personas de trabajo que han contribuido con su actividad y aportes al 
mantenimiento de la Seguridad Social del país. 


También expresamos que, estando convencidos de la justicia de nuestro planteo, reconocida 
ya por gran parte de la población, continuaremos nuestra lucha por su reconocimiento y nos 
retiraremos tranquilos, porque quedará estampada en las actas de esta Comisión parlamentaria la 
posición de la mayoría de los jubilados y pensionistas de este país, ante un proyecto de ley que 
afectará su calidad de vida apenas se apruebe y entre en vigencia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PARDIAS.- Me llamo Walter Pardías, soy jubilado notarial. Quiero informar a los señores 
Senadores que he participado de las reuniones que han celebrado las gremiales que hoy están aquí 
representadas a los efectos de estudiar la reforma tributaria y, en especial, el IRPF desde que se 
conocieron sus bases. 


Si los señores Senadores me lo permiten, voy referirme a dos puntos. El primero es que, sin 
desmedro de la posición transaccional expuesta por el contador Martínez Quaglia -que todas las 
gremiales aquí presentes comparten- es necesario que los señores Senadores conozcan que en 
nuestras reuniones hemos analizado lo siguiente. 


Los medios periodísticos han difundido profusamente la postura sobre las consecuencias 
inconstitucionales que implica establecer un gravamen a las jubilaciones y pensiones. Específicamente, 
se viola el artículo 67 de la Carta porque, mes a mes, el pasivo cobrará una prestación menor a la que 
tiene derecho. Esto quiere decir que pasividad, más índice de salario, menos IRPF, es igual a menos 
de lo que tiene derecho a percibir. Además, se podría sostener que el gravamen es ilegal, porque se 
aplica con efecto retroactivo y se viola su destino que es la seguridad social, o sea, cubrir las 
contingencias de vejez, invalidez y sobrevivencia. Como se darán cuenta los señores Senadores, se 
hace claramente perceptible que estas coberturas de ninguna manera pueden ser tachadas como 
rentas, porque son seguros sociales que tienen un destino prefijado. En esta misma situación se 
encuentra hoy el vigente I|RP, pero en 1982, cuando se sancionó, ningún pasivo lo cuestionó. ¿Por 
qué? Porque se creó para resolver problemas de emergencia nacional y porque, además, se sostuvo 
que era de corta duración. Hoy todo el mundo sabe que se ha logrado un equilibrio fiscal. En ese 
sentido, profusa información del Ministerio de Economía y Finanzas así lo ha hecho saber a la 
ciudadanía y, sin embargo, se sigue manteniendo vigente, porque el contribuyente se acostumbró a 
pagarlo y el Estado se acostumbró a percibirlo. Pero, además, es mucho más práctico, porque todos 
los institutos, tanto estatales como paraestatales, lo recaudan mensualmente mediante la retención que 
se hace sobre la liquidación que cada jubilado y pensionista percibe por mes. De ahí se vuelca 
directamente a Rentas Generales. 


En resumen, la Constitución, luego de la reforma de 28 de noviembre de 1989, impide que 
mediante leyes, decretos o cualquier otra norma jurídica de inferior jerarquía que la Constitución de la 
República -o sea, el proyectado IRPF- se pueda, directa o indirectamente, violar los resultados de la 
aplicación del Indice Medio de Salarios a las jubilaciones y pensiones. Entonces, la 
inconstitucionalidad del IRPF proyectada, ¿dónde está? Se pone de manifiesto al incluir entre las 
rentas del trabajo a las jubilaciones y pensiones -es decir, gravándolas- haciendo nulo cualquier ajuste 
dispuesto por el numeral 2) del artículo 67 de la Carta. ¿Qué quiso hacer el Constituyente? Que en 
razón de la naturaleza y el destino, las pasividades y sus respectivos ajustes fueran intangibles. Este 
es el primer punto. 


El segundo y último punto alude a otro asunto vinculado directamente con la previsión social 
y -pido disculpas a mis compañeros- tiene que ver con la Caja Notarial; me refiero a la creación del 


Impuesto a la Plusvalía que se va a aplicar a todo tipo de inmuebles. Para los escribanos es de triste 
recuerdo, porque ya estuvo vigente en el pasado y gracias a la gestión de la Asociación de Escribanos 
del Uruguay, en su momento, se logró derogarlo. ¿Por qué? Debido a la gran conflictividad que entre 
las partes contratantes -comprador y vendedor- se producía y porque el enajenante siempre planteaba 
falsear el valor del precio para no pagar el tributo. Ahora se lo reimplanta, por lo que se va a producir 
una gran confusión, una gran conmoción y los escribanos se van a volver a enfrentar a un negocio que, 
en lugar de desarrollarse con absoluta paz, tranquilidad y normalidad, producirá una gran controversia 
y una lucha por la evasión fiscal. Se trata de algo perjudicial para todos, fundamentalmente para 
nuestra institución de previsión social, porque va a haber rebaja. No crean ustedes que no pasará lo 
que la historia marcó: todo el mundo rebajaba los precios; al rebajar los precios, los honorarios debían 
calcularse, aunque fuera fictamente, por el valor que se denunciaba en el negocio jurídico 
correspondiente, lo que hacía que el aporte fuera más bajo. Esto volverá a suceder ahora, si se 
mantiene tal cual está proyectado el Impuesto de Plusvalía. 


Ha sido inteligente la propuesta de seguridad social que la Caja Notarial hizo en la Cámara de 
Representantes, cambiando el sistema de tributación y buscando una solución más sencilla. ¿Cuál 
fue? Ustedes saben que existe el Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales que paga cada parte, 
entonces, la solución que propició y apuntó la Caja Notarial era incrementar en 1% más el impuesto 
que debía pagar la parte enajenante. De esa manera también se volvería a recaudar, se simplificaría 
pero, fundamentalmente, no se tendrían los problemas de conflictividad, ni de puja entre el comprador 
y el vendedor para bajar o subir el precio de la operación, porque se iba a aplicar sobre el valor 
tributario correspondiente. No sé si al día de hoy, entre el cúmulo de modificaciones que existe, esto se 
ha recogido, pero lo quiero apuntar, porque es una lección, dado que nuestra Caja es autónoma y no 
recibe más aportaciones que las de los profesionales; por lo tanto, menoscabar esto sería como seguir 
perjudicándola seriamente. 


La realidad es, estimados señores Senadores, que muchos de ustedes -no todos, 
felizmente- están más cerca de mis canas, están más cerca de la pasividad que de la actividad y no me 
cabe la menor duda de que todos y cada uno de nosotros, incluso los activos -en este momento en que 
estamos viviendo una situación muy crítica- pugnamos porque nuestros hijos no se vayan del país. 
Sucede que algunos de nosotros estamos en una situación un poco mejor -es mi caso y debe ser el del 
90% de estos 150.000 que van a ser afectados- por lo que les pido que, al momento de levantar la 
mano, piensen que pueden entristecer mucho a esa persona, porque se verá privada de poder apoyar 
a su familia. 


Esta es una nota de reflexión para el momento oportuno; todavía queda un trecho por recorrer 
y, simplemente, era cuanto queríamos manifestar como aporte para tener en cuenta. 


Muchas gracias y quedo a sus órdenes. 


SEÑOR RUBIO..- En realidad, recién ingresamos en el tema y, según los números que tengo sobre los 
casos y la cantidad de jubilados en que se produce un incremento de aportes -no de pasividades, sino 
de pasivos- me da más o menos la mitad del número mencionado, hecha la deducción por... 


(Dialogados) 


En este momento estamos empezando a recibir la información y queremos verificar los 
números. Los números resultan diferentes si consideramos al Banco de Previsión Social o a las Cajas 
paraestatales. En el caso de la Caja Bancaria es notorio de que se produce un incremento significativo, 
pero también es notorio que lo que pierde por un lado lo recibirá en exceso por otro y está claro que si 
no se realizan determinadas reformas esta institución podría quebrar. Ahora bien, la situación es 
diferente en la Caja Notarial y en la de Profesionales. El promedio de $ 15.000 para las Cajas 
paraestatales es general, pero ¿cuál es el promedio de pasividad en la Caja de Profesionales 
Universitarios y en la Caja Notarial? 


SEÑOR VICENTE..- En el caso de la Caja Bancaria el promedio es de $ 28.000, en 17.000 jubilados. 
SEÑOR RUBIO.- ¿Cuál es el promedio para las Cajas paraestatales? 


SEÑOR MARTINEZ QUAGLIA.- La jubilación mensual promedio de un profesional es de $ 16.700 y la 
pensión mensual promedio es de $ 8.900. En relación a la cantidad de pasivos que pagan más - 


argumento surgido recientemente, porque estamos pagando un 2% de IRP y vamos a pagar un 
promedio de 12% a 14% de IRPF- de los 128.000, 76.600 van a pagar un 60%. Esta cifra -lo aclaré en 
mi exposición- surge de los registros de cada Caja, pero ninguna tiene un registro de cómo se suman 
las pasividades o las pensiones en las distintas instituciones. Entonces, no está determinado el número 
y las únicas cifras que pude manejar las obtuve de un trabajo que realizó el Partido Colorado, 
publicado en el Semanario Búsqueda, en el que se detalla cuál sería la rebaja. Según el Gobierno la 
cifra sería de U$S 73:000.000 y el Partido Colorado estableció que habría un aumento de U$S 
112:000.000. Nos parece bien que se haya tenido en cuenta un IRPF por acumulación en sueldos y 
pasividades, porque representa casi un 8% del impuesto a las rentas al trabajo. En lo personal, creo 
que sería un poco más y que el porcentaje rondaría el 10%. Entonces, tomando los números fríos que 
aporta cada Caja, incluido el Banco de Previsión Social, estaríamos hablando de 76.600, lo que 
representa un 60% del total de pasivos que van a estar gravados. Por lo tanto, si hablamos de un total 
de 747.000 en todo el país, esta cifra representa el 10% de los pasivos. Dicho porcentaje comprendería 
a quienes tendrían que pagar más de lo que pagan ahora. Por supuesto que hay pasividades que se 
encuentran en el entorno de los $ 15.000, $ 20.000 y $ 30.000, pero no son un regalo que se les hace 
a los pasivos, sino que son el fruto de 40 años de aportes topeados. Los pasivos que pagan menos son 
51.400 y representan el 40% y un 90% el total. Ese argumento es de peso pero, insistiendo con la 
cantidad y a vía de ejemplo, podemos estar hablando de que van a estar gravados dos estadios 
Centenarios. Y que van a pagar más 76.600, o sea, más que el estado Centenario. Es una porción 
muy importante de la población la que se verá afectada. Somos conscientes de que hay mucha gente 
carenciada, que necesita que haya aportes de todos lados, pero evidentemente estuvimos en la mira y 
en este momento estamos exponiendo las razones por las que de un ahorro hecho durante una vida de 
trabajo, no se nos meta la mano en el bolsillo de manera de subvencionar necesidades que nosotros 
no creamos. 


No sé si le falta algún número al señor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Coincide totalmente con los números que tenemos, lo que sucede es que daban un 
número acumulado entre los que pagan y los que no. Por eso es que pedía que me dieran una 
discriminación. 


SEÑOR MARTINEZ QUAGLIA.- De las Cajas paraestatales, el 84% va a pagar y el 16%, no lo van a 
hacer. A su vez, las pasividades que van a pagar más son 23.800, es decir, el 93% y los que van a 
pagar menos representan un 7%. Reitero, el 93% de los pasivos de las Cajas paraestatales van a 
pagar más de lo que están haciéndolo ahora. 


SEÑOR MICHELINI.- En estos cálculos, ¿se tomó en cuenta la caída del COFIS y del punto de IVA? 


SEÑOR MARTINEZ QUAGLIA.- No mezclamos los tantos; tampoco incluimos acá si algún pasivo 
tiene una vivienda alquilada y si suma su renta. Es decir, nosotros creemos que son cosas distintas. 


Asimismo, he escuchado exposiciones de prestigiosos economistas, quienes sostienen que 
la ampliación de la base imponible para el IVA compensa la rebaja que se opera en la tasa básica y 
mínima publicitada porque, evidentemente, se van a gravar consumos muy importantes, consumidos 
por la mayoría de la población, que hasta el momento estaban exentos. Hay números que establecen 
que prácticamente hay un empate entre las dos cifras. Nosotros no lo tuvimos en cuenta a efectos de 
esto, simplemente está referido al Impuesto de la Renta de las Personas Físicas. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: más que preguntas quiero hacer reflexiones sobre lo que la 
distinguida delegación que hoy tenemos el placer de recibir en la Comisión ha expresado. Hay 
situaciones que son notoriamente distintas. Por ejemplo, del Banco de Previsión Social, se puede decir 
que hay un 15% de los pasivos afectados que lo están dos o tres veces más. Todos conocemos la 
situación que existía en el Banco de Previsión Social con respecto al tema de los topes. Quiere decir 
que en aquella persona que durante 40 años aportó en función de sus ingresos y que luego de la 
famosa Acta 9, se le establecieron topes -en donde vemos que lo democrático y lo justo sería ir 
aumentando los topes de modo tal que reflejara su vida laboral- es donde cae el impuesto. Acá hay 
algo que hay que advertir. ¿Qué sería lo justo? Aplicarle el Impuesto a las Retribuciones de las 
Personas Físicas sin topes. ¿Por qué? Porque le reconocemos la vida laboral a esos jubilados del 
Banco de Previsión Social. Entonces, podríamos decir que somos justos por un lado y, por otro, 
establecemos que contribuyan por ello. Esta podría ser una tesis, pero no me afilio a ella. 


Lo que no puede ser es que ese 15% que tiene topeada su jubilación, hoy vea duplicados sus 
aportes al impuesto, cuando todos nos habíamos comprometido a eliminar el IRP. Lo importante y 
destacado del Impuesto a las Retribuciones Personales era que podía llegar un momento en el que se 
derogaría y en función de ello se le pedía un esfuerzo a los jubilados; pero ahora el Impuesto a la 
Renta de las Personas Físicas es un impuesto permanente, porque no se trata de una coyuntura que el 
país pueda vivir en donde le decimos a los jubilados que hagan un esfuerzo. No es así; este es un 
impuesto que va a quedar para siempre. 


Hablábamos aquí en voz baja con el delegado de los jubilados de la Caja Bancaria, quien 
nos decía que además del IRP normal ellos están pagando un adicional para ayudar a la propia Caja, 
lo que constituye una rebaja de sus haberes y, por lo tanto, un esfuerzo. Quiere decir que pagan el IRP 
que pagan todos, al que se le agrega el adicional para asistir a la Caja Bancaria y además de estos 
dos, ahora les agregamos el IRPF. 


Es muy difícil equiparar situaciones que son notoriamente distintas, pero puede haber 
soluciones y no la falta de imaginación que vemos. A nuestro juicio no debería gravarse este tipo de 
remuneraciones que son producto de aportes que se realizan durante toda la vida. Además, mucha 
gente se jubila especulando con la posibilidad de saber cuál es su retiro efectivo para poder vivir o 
ayudar a un familiar, en el caso de que lo necesite. 


El señor Martínez Quaglia decía, con buen criterio, que no mezclan las cosas. A esto le 
agregaría, por ejemplo, que cuando un jubilado alquila la casita del fondo lo hace para tener un 
complemento de la jubilación, porque sabe que quizás con lo que cobra no puede llegar a fin de mes y 
el alquiler de $ 2.000 o $ 3.000 lo ayuda más que lo que puede significarle el COFIS o el IVA. 


Este sector se ve enfrentado a una situación dramática, porque tampoco tiene fuerza material 
como para salir a buscar un trabajo con el que pueda resarcirse. Estas son reflexiones que nos llevan a 
ver la gravedad de la situación. 


Hay sectores del Banco de Previsión Social a los que esto va a golpear duramente y son los 
que tenían expectativas de que se pudiera aumentar -no con retroactividad- de aquí para adelante, el 
tope. Sin embargo, no hay aumento de tope y a ello se agrega el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas. 


Por otro lado, hay situaciones notoriamente distintas. Una es la de la Caja de Profesionales, 
otra la de la Caja Notarial, otra la de la Caja Bancaria y no tenemos cifras sobre la Caja Policial y la 
Caja Militar en cuanto a la forma en que se afecta a sus afiliados. Estamos hablando de 160.000 ó 
170.000 personas que van a ser afectadas, según las cifras que tenemos. Inclusive, el señor Senador 
Alfie asegura que la cifra es aún mayor y me inclino por creerle a él. Aclaro que no estamos hablando 
de porcentajes, sino de 170.000 personas que tenían garantizado su ingreso, que se ven afectadas, 
porque se reduce su jubilación y que no tienen otra forma de sustituir sus entradas. 


SEÑOR MARTINEZ QUAGLIA.- Estamos escuchando una exposición que nos parece muy importante, 
porque estamos hablando de tres impuestos. El jubilado que no ahorra, que gasta todo, está pagando 
un impuesto a la renta con el IVA; esto es clarísimo. Después tiene otro impuesto a la renta que, en el 
mejor de los casos, va ser de alrededor del 6% -con una pasividad promedio de $ 15.000- a lo que se 
agregará el Seguro Nacional de Salud, que se ha anunciado que gravará los ingresos en un 6% o en 
un 8%. Si sumamos todo esto, en una pasividad estamos en un 12%. Esto significa que cada vez se 
agranda más la brecha que se está estableciendo sobre los ingresos de los pasivos. Por eso, la señal 
de alerta debe ponerse de manifiesto. Esto no termina aquí; vamos a seguir porque lo estamos 
viviendo, lo sentimos y hay una gran cantidad de jubilados que están empezando a tomar conciencia 
de esta situación. 


De los 550.000 jubilados, algunos no querían aportar y otros aportaron el mínimo como 
patrones, pero 111.000 jubilados van a verse alcanzados por el impuesto. Algunos ya están aportando 
IRP, pero del 2% pasarán al 4%. Además, esto está teniendo tal magnitud que va a tener alguna 
repercusión. 


Los jubilados militares y policiales ascienden a 75.000 y, como ustedes sabrán, quienes se 
retiran lo hacen con el último sueldo. No tengo idea de cuál es el monto de su jubilación promedio; 


además, muchos pertenecen a la tropa, lo que hace que baje esa cifra. Pero se han hecho 
estimaciones sobre el tema porque una parte muy importante de la población se va a ver afectada. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera hacer un comentario a este respecto. Me importa mucho lo que aquí se 
está diciendo y tiene que llamarnos a reflexionar. Es verdad que yo voté el IRP, o sea que tampoco 
vengo a vestirme de santo, pero lo hice en condiciones especiales y pensando en que a los primeros 
que tendríamos que bajarles el impuesto era a los jubilados que, además, no fueron gravados igual que 
los sectores activos. Cuando se trató el tema del IRP se tuvo especial cuidado en que ciertos sectores 
de jubilados pudieran aportar aunque no de la misma manera que los activos. Además, se pensaba 
que cuando las cuentas disminuyeran y fueran saldadas se bajaría el gravamen de los jubilados antes 
que el de cualquier activo. Ese fue el carácter del IRP. 


Pienso que a los jubilados no se les pueden pedir esfuerzos más que en situaciones 
extremas como la que está viviendo la Caja Bancaria, pero no se les puede pedir que aporten por este 
impuesto encima de lo que ya está establecido. Sería necesario estudiar cada caso particular. 


Personalmente, pensaba que, ganáramos o perdiéramos, el IRP se ¡ba a eliminar porque las 
cuentas lo permitían. Ahora nos dicen que van a pagar más que lo que aportan ahora por concepto de 
IRP, pero aunque pagaran menos, no serviría porque se aplicaría a sectores que no deberían estar 
gravados. 


SEÑOR PARDIAS.- Como el señor Senador muy bien dice, una parte de los ingresos de los bancarios 
está afectada para la Caja Bancaria, pero eso está ajustado a Derecho. El literal D) de las 
Disposiciones Estatutarias permite disponer de capital para el sostén de la Previsión Social. Por lo 
tanto, se trata de una reforma constitucional. Lo que no está permitido es afectar para destinos 
diferentes. En el caso de los pasivos es legal y, además, lo consintieron todos; en cambio lo otro está 
orillando la inconstitucionalidad. A ningún pasivo le interesa que haya inconstitucionalidades. Queremos 
que este Gobierno no tenga ese problema. Pero están aumentando el interés y la preocupación. En 
este momento se está gestando un gran movimiento nacional de defensa de las pasividades. ¿Cuál era 
la necesidad de que esto se produjera? Este elemento no debería haberse incluido en la reforma 
tributaria, pero los señores Senadores podrán constatar en el material que les voy a entregar que sí 
está. 


SEÑOR HEBER.- Es importante lo que se acaba de mencionar acá por parte de la delegación que hoy 
nos visita porque, ¿en qué terminó aquella situación  -que tal vez ustedes recuerden mucho mejor que 
yo- en la que el Parlamento, en su momento, no quiso ver lo que eran los adelantos a cuenta de la 
revaluación? 


SEÑOR PARDIAS.- Esa situación siguió. 


SEÑOR HEBER.- Eso no es buena cosa y creo que tenemos que aprender de nuestros propios 
errores. Si en su momento hubo ceguera para no ver lo que se venía -si mal no recuerdo- con el 107.7 
como adelanto de la revaluación de abril -que fue establecido en el Parlamento por el entonces 
Diputado Lorenzo Ríos- no dejemos de ver la situación que se está dando actualmente. Si hay claras 
situaciones de inconstitucionalidad, hagamos un esfuerzo en el Erario. Es más, en ese sentido yo ya 
cometí ese pecado, porque voté impuestos a los jubilados. Yo no vengo acá poniendo cara de 
demagogo; lo que voté fue coyuntural y a término, mientras que esto que estamos considerando es 
para siempre. 


SEÑOR MICHELINI.- Nosotros somos serios, responsables y sensibles. Estamos tratando de armar un 
sistema tributario en el que, quizás, nos equivocamos en función de las entradas. Si una persona 
acumula dos jubilaciones, una profesional y otra bancaria y ello le representa una entrada de $ 50.000, 
algo tiene que ayudar frente a otra persona que por concepto de jubilación recibe $ 3.000. Tal vez los 
números no son los nuestros y estamos equivocados, pero aquí de lo que se trata es de que si la 
persona -sea jubilada, trabajadora o tenga una renta por ser accionista de un negocio- en el año, 
recibe más, contribuya más; y si recibe menos, contribuya menos. 


Es cierto que puede haber personal policial o militar que se retira; algunos lo hacen con 
determinadas jubilaciones y a ciertas edades; otros, como trabajan, reciben una renta; y otros que 
ganan menos, porque el salario militar no es tan importante como lo fue, quizás, en otros tiempos. 


Quizás el proyecto de ley no establezca claramente los números, dónde se hará el corte y a 
partir de qué momento se empieza a contribuir. Nosotros queremos bajar el IVA rápidamente al 20%, 
pero, repito, lo que se está tratando de hacer es un sistema tributario por el que quien tenga más 
contribuya más y que quien tenga menos, contribuya menos. 


Voy a dejar de lado el tema de la salud que también hace a la cosa -porque el mismo 
será objeto de discusión en otro momento en el que, quizás, será muy bueno contar nuevamente con la 
presencia de ustedes- pero simplemente quiero decir que, en torno al mismo, en el Uruguay hay que 
armar un sistema en el que se brinde salud a todos, porque esto es algo que no existe. 


A continuación, voy a realizar la siguiente puntualización. Quizás nuestros visitantes tengan 
razón en un tema que no hace a las jubilaciones, sino al aspecto de la venta de inmuebles que se 
conoce con el nombre “efecto plusvalía” -al que se le puede poner otro nombre- que puede afectar a la 
Caja y generar una suerte de ocultamiento del valor real con que se hace la transacción. Puede ser 
que tengan razón, porque tienen más años que yo y notoria experiencia. Pero no debería ser así, es 
decir que la gente oculte. Pero si una persona compra un inmueble en U$S 1:000.000 y al año lo 
vende en U$S 1:500.000, ¿no tuvo suerte? ¿La vida no le dio un beneficio? ¿Y no sería bueno que en 
ese momento contribuya un poco más? En cuanto a los salarios de los maestros y de los policías y a 
las propias jubilaciones bajas, ¿no debería el Estado tener una mejor recaudación para atenderlos? 


Quizás, como se dice, esto no se puede recaudar, la gente va a mentir y los escribanos van a 
terminar peleados con todos sus clientes; está bien, pero yo creo lo contrario, pienso que viene una 
etapa distinta. Digo esto, porque hoy la gente está declarando a sus trabajadores, hay una toma de 
conciencia en ese sentido y se está recaudando más en el propio Banco de Previsión Social. Esto, a 
su vez, ha originado una mejora sustancial; viene un 10% de aumento de las pasividades y, si bien se 
dio ya un porcentaje de adelanto, esto no es algo menor. Y se da, porque ha habido una mayor 
recaudación y porque, como dije, se está declarando a los trabajadores. 


Entonces, yo apostaría -quizás me equivoque, pero me daría pena equivocarme- a que la 
gente ahora es más cuidadosa de hacer trampa, porque sabe que a la larga eso le puede generar un 
efecto nocivo. Todos somos cuidadosos de que todo el mundo esté “en blanco” y no “en negro”. 


SEÑOR MARTINEZ QUAGLIA.- Quiero decirle al señor Senador Michelini que compartimos totalmente 
la posición de que esta es una reforma tributaria que busca una redistribución de riqueza y una mayor 
equidad. Eso es algo evidente y se nota en gran parte del articulado; lo digo como técnico, soy 
contador y sé de la eliminación de una cantidad de impuestos que no rendían, etcétera. 


Pero en el ejemplo que pone el señor Senador Michelini de los $ 50.000 -que puede parecer 
una cosa desorbitada- fíjense que se está pagando el 2%, que serían $ 1.000. ¿Saben cuánto se va a 
pagar? $ 6.800 por mes, es decir, casi siete veces más. Si esto lo llevamos al año, nos encontramos 
que de $ 10.000 se va a pagar $ 78.000; como dije, estamos multiplicando por siete y llevamos la 
cifra al año, porque ahí entran a jugar el escalonamiento de tasas y demás. 


Creemos que esto implica una desproporción muy evidente. En el fondo, si esto se 
reordenara en función -como insistimos nosotros- de un monto mínimo no imponible decoroso, acorde 
con lo que existe en los países vecinos -en Argentina, de 19.000 y en Chile de 20.000, que tienen 
estándares de vida muy parecidos a los nuestros- e, incluso, retrotrayéndonos a los viejos Impuestos a 
la Renta preconizados en años anteriores -que andarían en ese orden- no digo que ahí no estaríamos 
totalmente dispuestos a aportar. ¿Quién no estaría dispuesto a aportar, digamos, dos o tres veces más 
de lo que está establecido? Pero no siete u ocho veces. 


Esto es una desproporción tan grande que pienso que se va a crear una conmoción, porque 
hay situaciones de este tipo, serán pocas o muchas, pero es una cantidad importante que va a hacer 
ruido y que va a traer desprestigio a la propia ley. Felizmente, algún Senador importante de la mayoría 
ha dicho que esto se va a rever en el futuro. Por eso apelamos a que esto quede en la versión 
taquigráfica parlamentaria para que en el futuro se tengan en cuenta estas consideraciones que 
estamos haciendo en el día de hoy. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SAA.- En referencia a las manifestaciones del señor Senador Michelini, quiero decir que 
tuvimos en cuenta ese tema porque, de lo contrario, no hubiéramos venido con un planteamiento en el 
que dejamos en claro que estamos dispuestos a pagar una cantidad determinada en función de las 
escalas que marcaba el contador. No se trata de que no queramos pagar o de no colaborar, sino que, 
como dijimos al principio, tenemos una actitud solidaria, pero manejamos las cosas de tal manera que 
los efectos no impliquen pagar siete, seis, o cuatro veces más. Podría ejemplificar infinidad de casos, 
pero voy a mencionar uno en que una persona pasaría a pagar dos veces el IRPF por una cifra 
determinada. Supónganse los señores Senadores la situación de un jubilado -que los hay; no todos 
son dueños de casas- que alquile una casa en $ 4.000 -es decir, una cifra que no es nada del otro 
mundo-; al año siguiente se va a multiplicar el valor de ese alquiler, porque el propietario, que tiene que 
pagar el IRPF por ese bien inmueble, va a trasladar ese costo al inquilino y éste seguramente tendrá 
que aceptarlo. En caso de que esto ocurra, va a pagar su IRPF, porque no puede deducirlo y el que le 
acumula el dueño. Entonces, reitero, va a pagar dos veces. Hemos tratado de que esas situaciones se 
pudieran ir controlando de alguna manera en función de los planteos que hemos realizado. Reitero que 
no se trata de que la Asociación de Jubilados pretenda no pagar. 


Todos los días tengo que enfrentar jubilados que vienen a decirme por qué no planteamos 
que en este caso hay una situación de inconstitucionalidad. En lo posible tratamos de cambiar el tenor 
en función de la situación del país y a la espera de que, de pronto, como es un proyecto que será una 
ley funcional y, por ende, puede variar con el tiempo, sea modificada. Así me lo hizo ver la señora 
Senadora Dalmás en una ocasión anterior, cuando yo le manifestaba estas mismas cosas y ella me 
hacía ver lo de la salud, que por otra parte resulta absurda en las cifras. Digo esto, porque los gastos 
de salud de la gente mayor son el doble o el triple, ya que tiene que pagar mucho más no sólo por el 
médico, sino también por las órdenes, etcétera, etcétera. 


El otro problema es la espera. No digo que no podamos esperar; ojalá tengamos la suerte de 
hacerlo, pero hay que ver cuántos jubilados pueden quedar por el camino. Esos son los que no puedan 
esperar. 


SEÑOR PARDIAS.- Quiero contestar al señor Senador Michelini que es verdad que las personas 
jubiladas que tienen determinado nivel deben contribuir, pero puedo asegurarle que en más del 
noventa por ciento de los casos ya están contribuyendo con sus hijos o sus nietos, porque éstos no 
pueden sobrevivir con sus ingresos actuales. No me gusta hablar de temas personales, pero en mi 
caso, si no le paso una mesada a mi hijo y le pago el alquiler de su casa, no podría vivir. Está casado 
pero, por supuesto, no puede tener familia, porque no está en condiciones de mantenerla, lo que 
implica que me esté privando de tener uno o varios nietos. 


Por lo tanto, estamos haciendo lo que quiere el señor Senador, pero de manera privada, 
pues sin lugar a dudas los jubilados estamos ayudando. Pero esto, que nos crea una ayuda forzada 
como si tuviéramos otro hijo más, es lo que no nos parece justo ni correcto después de que, 
obligatoriamente, aportamos durante treinta o cuarenta años. En lo que me es personal, tengo una 
jubilación interesante, pero trabajé durante 12 ó 14 horas durante treinta o cuarenta años. 


SEÑOR HEBER.- Exacto; ese es el asunto. 


SEÑOR PARDIAS.- Como el señor Senador sabe, trabajé en campaña ejerciendo la escribanía, pero 
no hacía escrituras de cinco mil hectáreas, sino de diez o veinte, ya que me desempeñé en el 
minifundio. Entonces, trabajaba muchísimo y aportaba bien y religiosamente. ¿Cuántos hay como yo? 
Muchos. Esta es la situación en que nos encontramos ahora. 


Por último, con relación a la situación particular de los escribanos, debo decir que sí se 
estudió y no piensan que se trate de algo que no se va a repetir, porque los organismos técnicos de la 
Caja Notarial ya lo evaluaron así. Además, es muy grave lo que va a suceder, porque se creará un 
problema deontológico; el escribano tiene que decir y comprobar la verdad y ahí va a tener un gran 
conflicto con sus colegas, porque si un escribano no hace la escritura, habrá otro que sí la hará por 
menos precio y eso no es correcto. Esa es la problemática social que sin duda se va a crear, porque ya 
está evaluado y estudiado. Cuando trajimos esta propuesta a la Cámara de Representantes, lo hicimos 
porque ya teníamos una solución que, por otro lado, no es perjudicial para el Erario, porque se va a 
tributar más. 


En consecuencia, es cuestión de tener esa visión para solucionar este gran conflicto notarial 
que, indirectamente, ocasionará un perjuicio a un organismo de previsión social. 


SEÑOR PORRAS.- Como Vicepresidente de ONAJPU debo agradecer en nombre de todos y 
principalmente de nuestra organización, el habernos recibido en el día de hoy para intercambiar 
opiniones en la forma en que entendemos que debe hacerse, es decir, exponiendo en forma civilizada 
y razonable nuestras inquietudes en un lugar tan representativo como es el Palacio Legislativo. 


Al hablar de la reforma tributaria empecé a pensar en sus consecuencias; sin duda, hay que 
hacer una reforma tributaria que modifique el régimen actual para lograr uno más equitativo y parejo, 
porque es real que durante años y años, quien ganaba menos pagaba más -eso no lo puede discutir 
nadie- a través del IVA y de otros impuestos. Los propios trabajadores teníamos que pagar, porque nos 
descontaban directamente del salario, principalmente a aquellos que cumplíamos funciones públicas, 
ya que son lugares donde no hay evasión. En base a esa reflexión, por lo menos desde el punto de 
vista de ONAJPU, no podemos dejar de hacer algunas puntualizaciones. Por ejemplo, si no se 
hubieran creado las AFAP, hoy habría U$S 1.700:000.000 que estarían siendo administrados en el 
Banco de Previsión Social. ¿Por qué surge esta ley? Porque se decía que el Banco de Previsión Social 
desaparecía en diez años ya que sobrevendría una crisis total. Los mismos que producían esa crisis 
aprobaron la creación de las AFAP que hoy, a diez años, se ha demostrado que son solamente 
recaudadoras que apuestan al sentido financiero y no al solidario. 


Entonces, ¿qué es lo que buscamos en nuestra organización tratándonos de nuclear en una 
especie de coordinadora? Lograr que los errores no se repitan y no decir que en el año tal quise hacer 
determinada cosa y no pude, cuando tenía las mayorías para lograrlo. No debemos trampearnos entre 
nosotros, sino preguntarnos qué se puede hacer. Los que ganan más realmente quieren aportar; el 
problema es encontrar una solución intermedia. Es cierto que este país necesita una reactivación 
rápida de su sector industrial porque, de lo contrario, por más que nos descuenten, estamos en una 
relación de 1 a 1 entre activos y pasivos, cuando debería ser, por lo menos, de 4ó 3 a 1 para evitar esa 
situación social de crisis. Entonces, a nosotros, representantes de ONAJPU, nos preocupa 
enormemente cómo va a ser el alcance de las leyes de la Reforma Tributaria para poder llegar 
socialmente como corresponde. 


El señor Senador Michelini manifestó que en otra etapa se va a ver el tema de la salud y su 
distribución. Eso se puede aceptar teniendo en cuenta el caos total en que se encuentra la salud 
actualmente. No es real decir que el uruguayo está amparado por lo menos medianamente en este 
tema. Ni siquiera lo están aquellos que tenemos la posibilidad de contar con una sociedad médica. 
Para nosotros, los trabajadores municipales, la mutualista es prácticamente gratuita a través de los 
convenios con el CASMU. Pero llega cierta altura, que tenemos tantos gastos que ni siquiera podemos 
pagar esa realidad. Quiere decir que hay algo que no está funcionando bien. Nosotros que tenemos el 
privilegio de haber logrado esta conquista, ya estamos diciendo que no nos alcanza; por lo tanto, algo 
está fallando o viene fallando desde antes. En ese sentido, como muy bien decía el señor Senador, no 
queremos repetir los errores y, ojalá que entre todos los evitemos. 


Este Uruguay es de todos los uruguayos. Si en la historia a alguien se le ocurre pensar que 
lo construyó una sola parte, todos estamos equivocados. El Uruguay fue construido por los más ricos y 
los menos ricos, los más intransigentes y los más pacíficos, alrededor de un solo pensamiento: ser 
democrático y justiciero. 


Ahora quiero referirme a otro tema. A nosotros se nos ofreció una prima por edad. Hay que 
reconocer que ningún otro Gobierno democrático, salvo éste, se había animado a derogar lo que la 
dictadura había instaurado. Pero esta alegría nos trajo aparejada una tremenda tristeza cuando se 
anunció que se va a distribuir en cinco años, cuando en un primer momento se habló de pagar a las 
personas de ochenta años, sin excepción. ¡Vayan sumando esta a las otras esperas! Nosotros no 
tenemos tiempo. A eso debemos agregar que está gravado con límites que no tiene la Reforma 
Tributaria. En el entorno familiar, cada uno de los jubilados para recibir esa plata debe percibir menos 
de $ 4.446. Estas cosas provocan que si antes nos reuníamos con nuestros hijos por amor, ahora 
tengamos que hacerlo por necesidad. En una piecita vivimos cinco o seis personas, porque no 
podemos pagar ni siquiera $ 4.000 o $ 5.000. Esto quiere decir que si el jubilado colabora con la 
familia no le dan ese beneficio. (Creemos que algo está fallando. No sé si no escuchan lo que 
decimos, no logramos que nos interpreten o hay un juego intermedio de intereses -que no creo- donde 
no se encuentra una solución real. Se dice que ahora se va a aprobar la Reforma Tributaria y luego 
se va a estudiar el tema de la salud, pero hay que tener en cuenta que esto último para los jubilados va 
a salir en el año 2008. Cualquiera de los que concurrimos en el día de hoy tenemos más de setenta 
años de edad. Entonces, no hay tiempo para cubrir esas necesidades que son humanas. Es por eso 
que estamos solicitando que por lo menos se realice un descuento a media canasta básica. ¡Hablamos 
de la canasta básica y nadie la aplica! A nosotros nos pasa al revés que a los compañeros 


profesionales: al 85% o el 87% no nos van a descontar por la Reforma Tributaria. ¿Saben por qué? 
Porque ganan pesos. ¡Ojalá pudiéramos discutir en el mismo nivel de ellos y pidiéramos que no nos 
descontaran por determinada razón! El Gobierno dice que esto nos pasa, porque tenemos el 85%, 
¡ojalá fuese al revés! 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿De qué estamos hablando? 


SEÑOR PORRAS.- Nada más y nada menos que del 85%, es decir, 600.000 jubilaciones. No obstante, 
seguimos en la misma situación, porque como somos 150, 200 ó 500 nos miran como números. En 
este sentido, sostengo que el que gana más tiene que pagar más y -según resolvimos en Asamblea- no 
vamos a apelar a la inconstitucionalidad de la disposición, porque no estamos seguros y no nos 
interesa. No queremos ser parásitos y deseamos aportar como buenos abuelos y bisabuelos, porque 
nos sentimos más y mejores orientales que muchos dado que contamos con toda una vida vivida. 
Pero, entonces, encontremos el camino que nos permita conjugar las necesidades de salir adelante 
que tiene nuestro país con las situaciones reales de crisis que está padeciendo. 


SEÑOR HEBER.- Realmente ha sido un gusto escuchar a nuestros invitados. 


Antes de finalizar, quisiera hacer una reflexión que me parece importante por lo menos para 
que la delegación tenga presente cuál es mi opinión. 


Creo que a veces confundimos algunos conceptos. En lo personal, me gusta mucho más decir 
“el que tiene más que aporte más” y no que “el que trabajó más aporte más”. Posiblemente, quien 
alcanzó una jubilación de $ 50.000, haya trabajado 14 horas diarias, sacrificando a su familia, 
por lo que ¡vaya si aportó a la sociedad! ¡Vaya si pagó, gastó y ayudó a vivir! Entonces, por supuesto 
que tiene el legítimo derecho de querer retirarse con $ 50.000 de sueldo. Prefiero un impuesto a la 
herencia, pero no uno a la jubilación, que es producto del trabajo. Creo que una sociedad castiga el 
trabajo diciendo que porque gana tanto debe aportar tanto. ¡No! ¡Ganó tanto, porque aportó tanto 
durante toda su vida! Prefiero una reforma tributaria equitativa que establezca que los hijos de 
quienes tienen propiedades deben trabajar y producir más y no que se castigue a los jubilados. Es 
más: desearía que, para ser equitativos, ninguna jubilación del país tuviera algún tipo de impuesto. 
Considero que es más equitativo, porque no importa si gana $60.000 o $70.000, si lo logró trabajando. 
¿Cuánto tuvo que aportar para tener una jubilación de ese tipo? ¿Cuánto tuvo que privarse de su 
familia? ¿Cuánto ayudó? ¿Cuánto dio de su vida? 


Ahora, si nos referimos al que tiene más, es distinto. Me parece que esta reforma no es 
equitativa, porque castiga al trabajo y no a aquel que tiene más. 


SEÑOR PORRAS.- Comparto el criterio del señor Senador y no me puedo quedar callado. ¿Cuántos 

años hace que las jubilaciones están topeadas o partidas a la mitad? En lo personal, puedo decir que 

trabajé durante 45 años y cuando llegó el momento de retirarme, teniendo un sueldo en actividad de 
$ 35.000, debí jubilarme con el 52% de mis ingresos. ¿Quién hizo esa ley? ¡Deroguémosla ya! 


SEÑOR RAMELA.- Realmente han sido muy interesantes los comentarios y planteos formulados por 
los representantes de la delegación que nos ha visitado. Quiero remarcar, además, la sensación de 
generosidad y solidaridad que han trasmitido sus expresiones, porque cuando en este país estamos 
hablando de seguir gravando las jubilaciones, con una imposición que es claramente inconstitucional, 
ellos han elevado una propuesta en la que plantean aportar dentro de determinados parámetros y 
términos lógicos. Creo que para ellos, como para tantos uruguayos, debe ser casi como una película 
de ciencia ficción encontrarse con un Gobierno, nada menos que del Frente Amplio, que les está 
hablando de pagar un Impuesto a la Renta a partir de poco más de $ 7.000, en un país donde la 
canasta básica está por encima de los $ 20.000. Realmente, es muy difícil asumir todo esto. Pero creo 
que los Legisladores del Gobierno -que son gente sensible y comprensiva- tampoco tienen interés en 
mortificar a los ciudadanos. Entonces, ¿dónde está el problema? Lo que sucede es que el Uruguay hoy 
no está discutiendo un Impuesto a la Renta; lo que se nos está presentando no es un Impuesto a la 
Renta, es un impuesto al ingreso y al trabajo. En ninguna parte del mundo donde existe este impuesto 
se aplica sobre lo que son las necesidades vitales de la gente. Este tributo, por definición, está 
estructurado para gravar el ahorro eventual de las personas. Por lo tanto, debe tener mínimos 
imponibles mucho más altos que, incluso, deberían ser superiores a los $ 14.000 que plantean los 
jubilados. Además, debería tener deducciones reales y ciertas, porque no son para lujos o 
excentricidades sino que, esencialmente, son para vivir. 


El problema es, reitero, que no estamos analizando un Impuesto a la Renta de la Personas 
Físicas como corresponde. ¿Por qué no lo estamos haciendo? Porque este país no lo puede tener, no 
lo soporta. Es más, ya tuvo una experiencia anterior en ese sentido -durante el Gobierno del Partido 
Nacional- y no sirvió. porque el Uruguay es un país de clase media, de trabajadores, donde la riqueza 
no está en las personas físicas, en los empleados o en los jubilados. Quizás los profesionales puedan 
pagarlo pero, reitero, no es posible a nivel de los trabajadores y jubilados. 


El problema pasa porque el Gobierno, respondiendo a una bandera que históricamente 
siempre reivindicó y que respeto -me refiero a implementar el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas- tiene que crear un gravamen cuyos números cierren. Y para que ello sea posible, no puede 
crear un Impuesto a la Renta, sino un impuesto a los ingresos y al trabajo, el cual genera estas 
enormes distorsiones. Seguramente, hoy ustedes miran absortos cómo se está dando esto. 


Insisto en que el problema es que estamos embretados en la consideración de un impuesto 
cuya estructura y formulación está dirigida a sociedades ricas, donde la gente acumula capital y 
ahorros y estos se gravan, pero nunca se grava el trabajo. Nunca se va a encontrar, ni en Argentina, ni 
en Brasil, ni en Chile, ni cualquier parte del mundo, un Impuesto a la Renta que comience a gravar a 
partir de U$S 250 o U$S 260, como va a empezar a hacerlo este impuesto. 


Todos estamos de acuerdo con modificar, quizá, el sistema tributario, todos estamos de 
acuerdo con que sea más justo y equitativo, todos tenemos que estar de acuerdo con que los que 
ganan más o, eventualmente, los que generaron más, disfruten su plata cuando tengan que hacerlo y 
los que tengan más -como decía el señor Senador Heber- paguen más; pero, por este camino, no lo 
vamos a lograr. Digo esto, porque vamos a gravar con un impuesto que, supuestamente, grava la 
riqueza acumulada de personas que ganan, por concepto de pasividad, poco más de $ 7.000 por mes. 


SEÑOR RUBIO.- Quería hacer una puntualización. Es un impuesto que grava los ingresos por todo 
concepto. Se pueden discutir las deducciones y las escalas, así como también las etapas, porque no 
hay ninguna base de datos. Debo recordar que durante más de 40 años ha regido una ley -la de 1964- 
que establecía que el catastro debía ser subjetivo, pero nunca se hizo. No me refiero al catastro de las 
propiedades, estableciendo el número de padrón y el titular, sino al listado de las personas físicas o 
sociedades donde figuren las propiedades que tienen. Entonces, como nunca se hizo eso, la base de 
datos es prácticamente nula, se construyó una cultura del anonimato. Es técnicamente imposible saltar 
de un sistema como el que tenemos a otro que, por ejemplo, contemple el núcleo familiar de entrada, 
pero el compromiso es hacerlo en etapas. Creo que el tema se puede discutir, yo mismo lo he hecho 
dentro de la fuerza política; allí discutimos en conjunto el monto de las deducciones, los tramos, 
etcétera. Sin embargo, estamos en desacuerdo con lo que han dicho los señores Senadores Ramela y 
Heber porque, en realidad, el concepto “producto de su trabajo” es aplicable a toda la actividad 
económica y de acuerdo con eso prácticamente no existiría el sistema impositivo y, por tanto, tampoco 
el funcionamiento de una organización social -en realidad, lo que decía el señor Senador Ramela es un 
poco distinto- en cuanto a los niveles de ingreso que hay en la sociedad uruguaya. 


Como habrán apreciado, nosotros estamos tomando nota y cotejando información 
rigurosamente. Si bien el Gobierno tiene el propósito -porque esto se ha discutido durante demasiado 
tiempo- la intención política de aprobar el proyecto tal como está, eso no quiere decir que no haga 
cambios, ya sea por vía paralela o reglamentaria. Es algo que hemos discutido, incluso, en nuestra 
Bancada y, repito, no quiere decir que luego no se hagan modificaciones además de las que ya están 
incluidas como intención programática en el propio texto. El hecho de haber acordado no significa que 
si encontramos un tema que a ojos vistas está mal resuelto, no podamos aprobar el proyecto para no 
dilatar eternamente esto en el Parlamento y simultáneamente, en el mismo acto, aprobar también 
algunas modificaciones. 


SEÑOR RAMELA.- Ante todo, nobleza obliga, reconozco y acepto que partimos de una realidad 
condicionada, porque tenemos enormes carencias y dificultades que no hemos sabido subsanar o 
solucionar a tiempo, tanto en información como en controles. Del mismo modo aplaudo sinceramente lo 
que refería el señor Senador Michelini acerca de las importantes mejoras que estamos logrando en la 
recaudación del Banco de Previsión Social y de la Dirección General Impositiva porque, de esa forma, 
algún día todos los uruguayos vamos a pagar menos. Me preocupa sí lo que refiere a las reformas 
graduales y en proceso, porque se sabe cómo se empieza, pero no cómo se termina. 


Con respecto a que deban pagar el Impuesto a la Renta los que trabajan, me permito 
discrepar porque, para mí, por definición, este impuesto es sobre rentas derivadas de la conjunción de 


capital y trabajo; ese es el concepto universal del Impuesto a la Renta. Si una persona es empleada, 
por ejemplo, del Parlamento o del bar de la esquina, no está poniendo capital sino sólo trabajo; ese fue 
el viejo concepto del Impuesto a la Renta que siempre defendió mi sector político, en el sentido de que 
el trabajo puro no pagaba Impuesto a la Renta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estimados amigos: quiero decir que les hemos dedicado todo el tiempo que 
han solicitado, los hemos escuchado y ustedes han hecho lo propio, especialmente al señor Senador 
Heber quien, con su locuacidad, nos representó a todos. Sepan que vamos a aprobar este proyecto de 
ley en términos generales -tal como ha dicho el señor Senador Rubio- pero aclaro que éste es un 
sistema tributario y no una ley tributaria. Sepan también que desde esta fuerza política que 
representamos, donde durante toda la vida hemos luchado por los derechos de los más desposeídos, 
vamos a tener los oídos atentos a vuestras sugerencias; no tengan la menor duda de ello. Además, si 
en algún momento nos damos cuenta de que nos hemos equivocado, si alguna norma no era la 
apropiada, no vamos a tener ningún empacho en modificar nuestro criterio. 


SEÑORA ROVIRA.- Mi nombre es Beatriz Rovira, soy abogada y represento a la Asociación de 
Afiliados de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. 


Quiero decir que entiendo esos argumentos, sé que las leyes son modificables, -por 
suerte- pero me temo que nos olvidamos de las edades, porque los jóvenes pueden esperar, pero 
nosotros no. Lamento decir que cometimos el gravísimo pecado de vivir más de lo que debemos. La 
realidad es que rompimos las estadísticas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En todas mis intervenciones tuve mucho cuidado de no pedir que esperen, 
porque reconozco que a determinadas edades no se puede esperar. Sin embargo, quiero que les 
quede claro que no estoy hablando de años, sino de algunos meses. En el proceso de implementación 
del proyecto de ley vamos a tener en cuenta todos los aportes y además contamos con la versión 
taquigráfica, que leeremos con mucha rigurosidad. Quizás lleguemos a otra instancia de intercambio 
que podrá ser en una Comisión del Senado o en algún encuentro bilateral. Si en algún momento 
tenemos que reconocer, por los datos que nos han suministrado, que se está cometiendo un error o 
una injusticia, como representante en el Senado del señor Ministro de Economía y Finanzas, me 
comprometo a escucharlos nuevamente y a atender sus solicitudes. La Comisión de Hacienda les 
agradece su presencia y les informa que podrán contar con la versión taquigráfica de lo sucedido en el 
día de hoy. 


SEÑORA MANSO.- Queremos agradecer en forma muy especial a la Comisión, porque creemos que 
la reunión ha sido muy fructífera. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Afiliados a la Caja de Jubilaciones 
y Pensiones de Profesionales Universitarios) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


